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Cortés González, Jueza Ponente  

 
 

RESOLUCIÓN 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de septiembre de 2018. 

El recurrido Colegio Otoquí, Inc. presentó una reclamación sobre 

impericia profesional contra la señora Marie Rivera, el señor Néstor 

Sánchez y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por 

ambos (peticionarios) y la corporación MCR Accounting & Associates, 

LLC (Corporación).  Los peticionarios comparecen mediante recurso de 

certiorari y nos solicitan que revoquemos una Resolución dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia, mediante la cual el foro recurrido 

declaró No Ha Lugar una moción de desestimación que estos 

presentaron a los efectos de que se desestimara la acción en su contra.   

Tras un análisis del expediente, procedemos a denegar el recurso 

de certiorari. 
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I. 

 El 4 de diciembre de 2017, el Colegio Otoquí, Inc. (Colegio o 

recurrido) presentó una Demanda contra los peticionarios y la 

Corporación sobre impericia profesional y daños y perjuicios.  Alegó que 

contrató los servicios de contabilidad de los peticionarios y de la 

Corporación para el manejo de sus asuntos contributivos, contables y 

financieros entre los años 2001 al 2011.  En su reclamación, el Colegio 

sostuvo que, como parte de los servicios solicitados, los peticionarios 

debían gestionar ante el Departamento de Hacienda (Hacienda), la 

obtención de una exención contributiva para entidades sin fines de 

lucro y encargarse de la presentación de la documentación requerida.  

El Colegio adujo que los peticionarios le hicieron creer que este era 

elegible para obtener la exención.  Añadió que los peticionarios 

manifestaron que, luego de haber hecho las gestiones pertinentes, 

habían conseguido que el Colegio figurara en los récords de Hacienda 

como entidad exenta.  Indicó que no fue hasta septiembre de 2015, que 

el Colegio advino en conocimiento de que no aparecía en las listas de 

entidades exentas y que, desde entonces, Hacienda le ha notificado 

deudas contributivas ascendentes a $1,667,812.10; correspondientes a 

los años 2001 al 2012.   

 El 12 de marzo de 2018, la Corporación presentó su Contestación 

a Demanda.  Por un lado, admitió que el Colegio contrató sus servicios 

de contabilidad, pero negó rotundamente que los servicios solicitados 

vincularan a los peticionarios.  Por su parte, la Corporación sostuvo 

que, los entonces dueños y administradores del Colegio, manifestaron 

que se harían cargo de tramitar la solicitud de exención contributiva 

por su cuenta y que estos se negaron a que la Corporación hiciera los 

trámites correspondientes.  De esta forma, adujo que los daños 

reclamados por el Colegio fueron auto infligidos, por lo que debía 

desestimarse la Demanda.  
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 El 3 de abril de 2018, el foro recurrido emitió una Orden en la 

que dio término a los peticionarios para contestar la Demanda y señaló 

la Conferencia con Antelación a Juicio y Vista Transaccional para el 27 

de septiembre de 2018.  Oportunamente, los peticionarios contestaron 

la Demanda y negaron toda responsabilidad.  Sostuvieron que estos no 

fueron contratados por el Colegio para atender ningún asunto de 

naturaleza contributiva o financiera durante los años 2001 al 2011, ni 

que tuvieran la encomienda de gestionar la exención contributiva del 

Colegio.  Los peticionarios afirmaron que el Colegio contrató los 

servicios de la Corporación para el manejo de asuntos contributivos, 

mas no para asuntos financieros.  Asimismo, estos formularon varias 

defensas afirmativas, entre las que incluyeron que la Demanda, tal y 

como fue redactada no expone una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio en contra de los peticionarios.  

 Así las cosas, el 9 de julio de 2018, los peticionarios presentaron 

Moción de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil.  En esta, discutieron la doctrina del velo corporativo y alegaron 

que para justificar descorrer el velo de una corporación es imperativo 

que el demandante identifique en su reclamación, conductas 

específicas de naturaleza ilegal o fraudulenta en contra de los 

accionistas.  A esos efectos, los peticionarios sostuvieron que el Colegio, 

a pesar de haber hecho alegación de fraude en la Demanda, no 

especificó conductas ilegales que justifiquen descorrer el velo de la 

Corporación.  Por consiguiente, los peticionarios solicitaron que se 

desestimara la causa de acción en su contra.  

 El 20 de julio, el Colegio presentó su oposición a la moción de 

desestimación de los peticionarios.  El 23 de julio, los peticionarios 

solicitaron permiso para presentar una réplica a la oposición del 

Colegio y un término para ello; solicitud que fue denegada en la misma 

fecha.  Ese mismo día, el foro recurrido declaró No Ha Lugar la moción 

de desestimación de los peticionarios.  
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 Insatisfechos, el 20 de agosto de 2018 presentaron el recurso de 

epígrafe y afirman que: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar No Ha Lugar la 
Moción de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de 
Procedimiento Civil presentada por los peticionarios.  

 

 En síntesis, los peticionarios reprodujeron los argumentos 

expuestos en su moción de desestimación y puntualizaron la carga 

probatoria que tiene aquél que presenta una reclamación contra los 

accionistas de una corporación.  Arguyeron que entre los accionistas y 

la Corporación existe la debida separación que descarta el que estos 

utilicen la Corporación como un alter ego.   

 Luego de examinar el recurso, concedimos término al Colegio 

para que mostrara causa por la cual no debamos expedir el auto y para 

que se expresase sobre los méritos de la petición.  Este compareció 

mediante escrito en Oposición en el que sostiene que la Resolución 

recurrida se emitió conforme a Derecho.  Afirmó que la demanda 

contiene alegaciones plausibles contra los individuos y aduce que la 

prueba disponible sustenta dichas alegaciones.  Con su comparecencia 

damos por perfeccionado el recurso y procedemos a disponer del 

asunto ante nuestra consideración.  

II. 

A. Certiorari 

El auto de Certiorari es el vehículo procesal que permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016); 

García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón Mendoza, 

149 DPR 630, 637 (1999).  Su principal característica se asienta en “la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 338 (2012).   

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende la 

revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el foro 
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de instancia en el transcurso y manejo del caso.  Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal al que se recurre mediante certiorari tiene 

discreción para atender el asunto planteado, ya sea expidiendo el auto 

o denegándolo. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 

596 (2011); Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913 (2009); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).   

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1, dispone que:   

[…] El recurso de Certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando 
se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o 
de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.  No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el 
Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 
cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 
testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o en 
cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  Al denegar la 
expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal 
de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 

 

La referida Regla va dirigida a evitar la revisión judicial de 

aquellas órdenes o resoluciones que demoran el proceso 

innecesariamente, ya que pueden esperar a ser revisadas una vez 

culminado el mismo, uniendo su revisión al recurso de apelación. 

Rivera v. Joe’s European Shop, supra, págs. 593-594.    

Aun cuando un asunto esté comprendido dentro de las materias 

que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1, supra, para 

poder ejercer debidamente nuestra facultad revisora sobre un caso es 

menester evaluar si, a la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 

de nuestro Reglamento, supra, se justifica nuestra intervención, pues 

distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para 

expedir el auto de Certiorari.  Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 

834, 837 (1999).   

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 
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asuntos que nos son planteados mediante el recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40, señala los criterios que para ello debemos considerar.  Éstos 

son:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

el análisis del problema.  
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.  
 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 

la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 

la más propicia para su consideración.  
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causa un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio.  

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  

   

Un Certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido. Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, 

a la luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere 

nuestra intervención. De no ser así, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado, de manera que se continúen los 

procedimientos del caso sin mayor dilación en el foro de primera 

instancia. 

B. Regla 10.2 de Procedimiento Civil 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

establece que toda defensa de hechos o de derecho contra una 

reclamación en cualquier alegación, ya sea demanda, reconvención, 

demanda contra coparte, o demanda contra tercero, se debe exponer en 

la alegación respondiente que se hiciera a la misma, en caso de que se 

requiriera dicha alegación respondiente. No obstante, a opción de la 

parte, las siguientes defensas pueden hacerse mediante moción 
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independiente debidamente fundamentada: (1) falta de jurisdicción 

sobre la materia; (2) falta de jurisdicción sobre la persona; (3) 

insuficiencia del emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento 

del emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que justifique 

la concesión de un remedio; y (6) dejar de acumular una parte 

indispensable.  

El Tribunal Supremo ha señalado que la moción de 

desestimación debe ser examinada conforme a los hechos alegados en 

la demanda y sobre dicha base fáctica de la forma más liberal posible a 

favor de la parte demandante promovida. Rivera v. Jaume, 157 DPR 

562 (2002); Montañez v. Hosp. Metropolitano, 157 DPR 96 (2002); 

Sánchez v. Aut. de los Puertos, 153 DPR 559 (2001). De modo que al 

examinar la demanda para resolver este tipo de moción se debe ser 

sumamente liberal otorgándose la desestimación únicamente cuando 

de los hechos alegados no puede concederse remedio alguno a favor del 

demandante. Sánchez v. Aut. de los Puertos, supra.  

Es norma conocida que ante una moción de desestimación el foro 

de instancia tiene que tomar como ciertos todos los hechos bien 

alegados en la demanda y considerarlos de la manera más favorable a 

la parte demandante. Colón Rivera et al. v. ELA, 189 DPR 1033, (2013); 

El Día, Inc. v. Mun. de Guaynabo, 187 DPR 811 (2013).  Además, el 

tribunal debe conceder a la parte demandante el beneficio de cuanta 

inferencia sea posible hacer de los hechos bien alegados en la 

demanda. Torres, Torres v. Torres, et al., 179 DPR 481 (2010); Montañez 

v. Hosp. Metropolitano, supra. Le compete entonces al promovente de la 

solicitud de desestimación demostrar de forma certera que el 

demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo cualquier estado 

de derecho que pudiera establecer en apoyo a su reclamación, aun 

mediando una interpretación liberal de su causa de acción. Rivera 

Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. First Bank, 193 DPR 38 (2015); Ortiz Matías et 

al. v. Mora Development, 187 DPR 649 (2013). 
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Una moción de desestimación instada particularmente bajo el 

inciso cinco (5) de dicha Regla, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2(5), por dejar de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio, o 

por ser de su faz inmeritoria, se dirige a los méritos de la controversia y 

no a los aspectos procesales. Montañez v. Hosp. Metropolitano, 157 DPR 

96 (2002).  Conforme a lo expresado por nuestro Tribunal Supremo, 

una demanda puede ser desestimada mediante dicha moción si 

claramente carece de méritos.  La carencia de méritos puede consistir 

en la no existencia de una ley que sostenga una reclamación como la 

que se ha hecho, en la ausencia de hechos suficientes para que la 

reclamación sea válida, o en la alegación de algún hecho que 

necesariamente destruya la reclamación. Reyes v. Sucn. Sánchez Soto, 

98 DPR 305 (1970). 

III. 

 En su único señalamiento, los peticionarios sostienen que erró el 

foro primario al denegar la moción de desestimación presentada por 

estos, a tenor con la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra.  Los 

peticionarios insisten en que procede que se desestime la causa de 

acción en su contra pues de las alegaciones de la Demanda no se 

desprenden actuaciones ilegales o fraudulentas que motiven descorrer 

el velo corporativo de la Corporación codemandada. 

 Hemos revisado la totalidad del expediente y apuntamos que del 

contenido de la Demanda surgen alegaciones directamente contra los 

peticionarios; no como accionistas de la Corporación, sino en calidad de 

contadores del Colegio.  En particular, el Colegio arguye que contrató 

los servicios de los peticionarios, quienes durante un periodo de once 

años estuvieron a cargo de la preparación de libros de contabilidad, 

estados financieros, declaraciones contributivas ante Hacienda, el 

Centro de Recaudación de Ingresos Municipales (CRIM), entre otras 

encomiendas.  Por su parte, el Colegio sostiene que uno de los servicios 

para los que fueron contratados los peticionarios, consistía en gestionar 
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los trámites correspondientes para que Hacienda le concediera al 

recurrido una exención contributiva, por tratarse de una entidad sin 

fines de lucro.  El Colegio aduce que los contadores le hicieron creer 

que era elegible para la exención y que habían logrado que Hacienda los 

cualificara como tal, cuando en efecto, no fue así. 

Por otra parte, en su oposición a la moción de desestimación, el 

Colegio puntualizó que, por once años, los peticionarios presentaron 

planillas incorrectas ante Hacienda, el CRIM y el municipio de 

Bayamón.  Anejó a la oposición copia de algunas de las planillas 

presentadas ante el CRIM, en las que figura como suscribiente uno de 

los peticionarios, el señor Néstor Sánchez Rodríguez en calidad de 

contable.  Sin embargo, en su contestación a la Demanda, este negó ser 

contable y afirmó ser gestor de negocios a favor de la Corporación.  

Asimismo, el Colegio anejó copia de múltiples cheques emitidos por el 

Colegio a nombre de la peticionaria, la señora Marie Rivera, en su 

carácter personal y no a nombre de la Corporación. 

Lo cierto es que los peticionarios niegan toda responsabilidad y 

alegan que no fueron contratados en su carácter personal.  No 

obstante, eso es algo que deberán demostrar mediante prueba y que 

corresponde al foro recurrido, en su día, evaluar y adjudicar.  

Resaltamos que este caso se encuentra en pleno descubrimiento de 

prueba y que la Conferencia con Antelación a Juicio está pautada para 

el próximo 27 de septiembre.  Es decir, del contenido del expediente 

ante nos no podemos concluir que, en definitiva, la acción contra los 

peticionarios no procede.  Máxime cuando surgen ciertos documentos 

que involucran a los peticionarios en su carácter personal.  Debemos 

tomar en cuenta que solamente procede la desestimación cuando se 

tiene certeza de que los demandantes no tienen derecho a remedio 

alguno bajo cualquier estado de derecho; certeza que en el presente 

caso aún no existe.  Por lo que concluimos que la etapa en la que los 

peticionarios presentaron su recurso no es la más propicia para la 
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consideración del mismo.  Por lo tanto, procede denegar la expedición 

del auto de certiorari. Regla 40(E) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la expedición 

del auto de certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Cintrón Cintrón disiente sin opinión escrita. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


